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Radicación Nro.

66001-31-05-002-2014-00579-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Zulma Beatriz Uribe Calvo

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ. El inciso 2° del parágrafo 4° del artículo 33 de la ley 100 de 1993, establece que la madre cuyo hijo padezca de invalidez física o mental, que dependa económicamente de ella, y que tenga las semanas requeridas en el sistema general de pensiones podrá acceder a la pensión especial de vejez cualquiera que sea la edad.
Conforme con lo anterior, se tiene que en esta clase de pensiones se otorga al afiliado el beneficio de permitirle acceder a la prestación económica sin consideración al cumplimiento de las edades mínimas establecidas precisamente en la norma en comento, toda vez que basta que exista la condición de invalidez del hijo y contar con la densidad de semanas exigidas para que se reconozca el derecho.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 11 de agosto de 2015, dentro del proceso que promueve la señora ZULMA BEATRIZ URIBE CALVO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00579-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 1º de agosto de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El 17 de julio de 1982 nació su hijo Alejandro Rodríguez Uribe, quien según dictamen médico emitido por el Instituto de Seguros Sociales el 11 de noviembre de 2011, tiene una pérdida de la capacidad laboral del 84.05% estructurada en la fecha de su nacimiento; como madre cabeza de familia, elevó solicitud de reconocimiento de la pensión especial de vejez, misma que fue resuelta negativamente mediante la resolución Nº GNR 219700 de 29 de agosto de 2013, argumentando que no cumplía con la densidad de semanas exigidas para ello; el 25 de julio de 2014 presentó nuevamente solicitud de reconocimiento de la pensión especial de vejez, petición a la que Colpensiones le dio el trámite de recurso de reposición por existir una petición inicial, pero que a la presentación de la demanda no se le ha dado respuesta; hasta el mes de julio de 2014 cuenta con un total de 1290.14 semanas cotizadas al sistema general de pensiones.

Al contestar la demanda –fls.36 a 39- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos de la demanda, menos el concerniente con la densidad de semanas que dijo la actora haber cotizado al sistema general de pensiones, frente al que dijo que las mismas deben ser verificadas en la historia laboral válida para prestaciones económicas.

En sentencia de 11 de agosto de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo reúne los requisitos previstos en el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, pues su hijo Alejandro Rodríguez Uribe es invalido desde la fecha de su nacimiento y depende económicamente de su madre, y adicionalmente ésta tiene acreditadas para el 1º de julio de 2014 un total de 1298,92 semanas de cotización al sistema general de pensiones, esto es, más de las 1275 semanas exigidas para esa anualidad.

Por tales motivos condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión especial de vejez a partir del 2 de julio de 2014, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales. Igualmente condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 25 de enero de 2015 hasta que se verifique el pago total de la obligación.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Reúne la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo los requisitos exigidos para que se le reconozca la pensión especial de vejez prevista en el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior, ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ

El inciso 2° del parágrafo 4° del artículo 33 de la ley 100 de 1993, establece que la madre cuyo hijo padezca de invalidez física o mental, que dependa económicamente de ella, y que tenga las semanas requeridas en el sistema general de pensiones podrá acceder a la pensión especial de vejez cualquiera que sea la edad.

Conforme con lo anterior, se tiene que en esta clase de pensiones se otorga al afiliado el beneficio de permitirle acceder a la prestación económica sin consideración al cumplimiento de las edades mínimas establecidas precisamente en la norma en comento, toda vez que basta que exista la condición de invalidez del hijo y contar con la densidad de semanas exigidas para que se reconozca el derecho.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que: i) El joven Alejandro Rodríguez Uribe, nacido el 17 de julio de 1982, es hijo de la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo, pues así se corrobora en el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Segunda del Círculo de Pereira –fl.27-; ii) Según dictamen emitido por la Gerencia Nacional de Atención al Pensionado –Comisión Médico Laboral- del ISS –fl14- el joven Alejandro Rodríguez Uribe tiene una pérdida de la capacidad laboral del 84.05%, de origen común, estructurada el 17 de julio de 1982.

Bajo esas circunstancias se procederá a verificar si tal y como lo determinó la funcionaria de primer grado, la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo cumple con los otros dos requisitos previstos en el inciso 2º del parágrafo 4º de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, consistentes en acreditar la dependencia económica del joven Alejandro Rodríguez Uribe frente a ella, así como la densidad de semanas exigidas en ese cuerpo normativo, en consideración a que a la actora no le es aplicable el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 al no contar con por lo menos 35 años de edad o 15 años de servicios para el 1º de abril de 1994 como se desprende del registro civil de nacimiento y la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.25 y 54 a 61 respectivamente-.

Respecto al requisito de semanas, de acuerdo con lo previsto en el mencionado precepto normativo, para el año 2014 los afiliados al régimen de prima media con prestación definida les corresponde acreditar que han cotizado por lo menos 1275 semanas para acceder a la pensión de vejez, y tal como lo definió la a quo, a 1º de julio de 2014 la accionante tiene reportadas 1298,92 semanas cotizadas, las cuales son más que suficientes para cumplir con ese requisito.

Ahora bien, para demostrar la dependencia económica, la señora Uribe Calvo solicitó que fueran escuchados los testimonios de las señoras Blanca Ruby Carvajal Nieto y Martha Beatriz Quintero Gallo, quienes como compañera de trabajo y amiga respectivamente desde hace más de 20 años, manifestaron que la demandante tiene un hijo de aproximadamente 34 años de edad de nombre Alejandro, quien no puede valerse por sí mismo, pues necesita de una serie de cuidados que le brinda su madre con la ayuda de su abuela quien tiene más de 64 años de edad; que el hogar de Zulma Beatriz está compuesto por ella, su progenitora y su hijo, correspondiéndole a la demandante solventar no solamente los gastos que requiere su hijo, sino también los de su mamá, situación que ha podido sortear gracias a los servicios prestado en el sector de las confecciones de la ciudad de Pereira; que los cuidados que requiere Alejandro son asumidos desde tempranas horas de la mañana por la actora, con el fin de dejar todo listo antes de salir a trabajar, para que en las horas siguientes, cuando ella está prestando sus servicios, sea su madre quien le colabore con los cuidados de Alejandro.

De acuerdo con lo referido por las mencionadas testigos, no hay duda en que el joven Alejandro Rodríguez Uribe depende económicamente de su madre, cumpliendo de esta manera con el lleno de los requisitos para que se le reconozca la pensión especial de vejez que solicita, a partir del 2 de julio de 2014 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, como acertadamente lo determinó la falladora de primera instancia.

Así las cosas, se actualizará el retroactivo pensional causado entre el 2 de julio de 2014 y el 31 de octubre de 2016, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, advirtiendo que ninguna de las mesadas generadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, puesto que la reclamación administrativa que debe tenerse en cuenta para esos efectos fue la elevada el 25 de julio de 2014, pues para el año 2011 la demandante no cumplía con los requisitos exigidos para acceder a la prestación económica como acertadamente lo resolvió Colpensiones en la resolución Nº GNR 219700 de 2013, y como la entidad accionada no dio respuesta a la petición de 25 de julio de 2014, la actora dio por agotada la reclamación administrativa pasado un mes después de esa calenda, como lo prevé el artículo 6º del C.P.T. y de la S.S., contando entonces a partir del 25 de agosto de 2014 con el término de tres años para iniciar la presente acción, misma que fue presentada dentro de ese lapso el 24 de octubre de 2014 –fl.29-.

Según la tabla tiene derecho la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre las calendas señaladas anteriormente, la suma de $19.542.023.

En cuanto a los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, resulta preciso hacer notar que si bien la señora Zulma Beatriz Uribe Calvo solicitó ante la Administradora Colombiana de Pensiones la prestación económica el 12 de diciembre de 2011, tal y como se dijo líneas atrás, para ese año no contaba con la densidad de semanas exigidas para acceder al derecho solicitado, por lo que la Administradora Colombiana de Pensiones lo negó correctamente a través de la resolución Nº GNR 219700 de 2013. No obstante, en reclamación de 25 de julio de 2014 –fls.17 a 20-, a pesar de haber acreditado la condición de invalido de su hijo y la densidad de semanas exigido en la Ley, la verdad es que no adjuntó con su petición prueba alguna que le permitiera concluir a Colpensiones que su hijo Alejandro Rodríguez Uribe dependía económicamente de ella, pues al ver el capítulo de pruebas no se observa que ella haya entregado declaración extrajudicial alguna realizada por terceros que pudieran dar fe de esa situación, por lo que tampoco le era posible a la entidad accionada reconocerle en sede administrativa la pensión reclamada; en síntesis no hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los mencionados intereses desde el 25 de enero de 2015 como lo fijó la sentenciadora de primera instancia, sino a partir de la ejecutoria de la sentencia.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales segundo y tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO y TERCERO de la sentencia proferida por el 11 de agosto de 2015, los cuales quedarán así:

“SEGUNDO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora ZULMA BEATRIZ URIBE CALVO la pensión especial de vejez a partir del 2 de julio de 2014, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales; correspondiéndole entonces cancelar por concepto de retroactivo pensional causado entre esa fecha y el 31 de octubre de 2016, la suma de $19.542.023.

TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que reconozca y pague a favor de la actora, los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se verifique el pago total de la obligación.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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